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EDITORIAL

“Debe haber una mayor presencia de las instancias internacionales, como las Naciones Unidas, para evitar confl ictos y, si estos se producen, garantizar la imparcialidad, el consenso internacional y el respeto a los 
derechos humanos”. Editorial de El Comercio El alto costo de la invasión en Iraq / 3 de setiembre del 2010

HUMOR PROFANO

LA LEY SOBRE LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EL SURGIMIENTO DE UN MERCADO NACIONAL

EL TÁBANO

Decisiones apresuradas

¿Otro ex presidente 
en penal de lujo?

El Gobierno de Estados Unidos podría cometer un grave error si ataca a Siria.

E l pasado 21 de agosto, la Coalición Na-
cional Siria informó a la comunidad 
internacional que las fuerzas militares 
del presidente Bashar al Asad habían 
atacado a civiles con armas químicas, 

específi camente gas sarín. Como resultado de 
dicha ofensiva –la más letal de su tipo desde los 
ochenta– murieron 1.300 sirios. Ante esta noti-
cia, el presidente de Estados Unidos, Barack Oba-
ma, anunció que desarrollaría una ofensiva mili-
tar para destruir los arsenales militares en donde, 
según inteligencia estadounidense, se encuen-
tran las armas químicas del régimen. El principal 
propósito de dicha operación sería evitar que Al 
Asad continúe utilizando dichas armas en contra 
de los civiles. 

Hay varias razones que hacen pensar que Oba-
ma cometería un error si ataca Siria en este mo-
mento y de manera unilateral. Para empezar, aún 
existe controversia sobre la premisa en la que el 
presidente justifi ca la necesidad de efectuar un 
ataque militar: que el régimen de Al Asad efecti-
vamente utilizó armas químicas. El Gobierno Si-
rio niega este hecho y responsabiliza a los grupos 

de rebeldes que luchan contra él. En tanto, el se-
cretario general de la ONU ha solicitado pacien-
cia, dado que su organización aún no ha llega-
do a una conclusión acerca del origen del ataque 
y, más aún, sobre el tipo de arma utilizada. Y la 
Unión Europea, pese a estar de acuerdo con que 
se tienen que tomar medidas para con Siria, ha 
sido clara al afi rmar que hay que 
esperar que la ONU dilucide la ver-
dad de los hechos antes de tomar 
acciones militares. ¿Cómo podría 
justifi carse un ataque de esta natu-
raleza sin evidencia concluyente 
de que el régimen de Al Asad co-
metió los actos que se le imputan?

Además, incluso de verifi carse el hecho discu-
tido, la efectividad de un ataque solo para destruir 
las armas químicas podría ser muy cuestionable. 
Al tratarse de un ataque previamente anunciado, 
lo más probable es que el Gobierno Sirio ya haya 
movilizado sus tropas para proteger o esconder 
su arsenal. No nos debería sorprender, por tan-
to, que lo que se planeó originalmente como una 
operación limitada termine, para que pueda ser 

efectiva, convirtiéndose en una de gran escala.
Una intervención estadounidense resulta-

ría ilegal bajo el derecho internacional. La Carta 
de las Naciones Unidas indica que los ataques o 
intervenciones militares son legales únicamen-
te cuando se utilizan en defensa propia o cuando 
han sido autorizados por el Consejo de Seguri-

dad de la ONU. No obstante, Es-
tados Unidos no estaría actuan-
do en legítima defensa (ya que no 
ha sido atacado previamente por 
fuerzas militares sirias) y el Con-
sejo de Seguridad no ha aprobado 
la medida. 

Asimismo, un ataque norteamericano agre-
garía un peligroso componente de tensión a la 
región. Primero, podría desencadenar la inter-
vención de Irán (país enemigo de Estados Uni-
dos e Israel y uno de los principales aliados de Al 
Asad), el cual, aunque sea clandestinamente, es 
probable que termine apoyando a Siria. Una in-
tervención, además, podría motivar que los gru-
pos terroristas Hamas y Hezbolá recrudezcan sus 
ataques contra objetivos israelíes o norteameri-

canos. Adicionalmente, nos encontramos con Ru-
sia, principal opositor de las intervenciones inter-
nacionales estadounidenses y que ha declarado 
que ayudaría a Siria con el envío de un escudo an-
timisiles. La suma de estos factores podría llevar 
a que un eventual ataque escale a un confl icto de 
muchas mayores dimensiones que las pensadas 
y que termine cobrando más vidas que las que se 
intentan salvar.

Todo esto más aún cuando nada asegura que 
en el escenario en el que se derroca a Al Asad se 
benefi ciaría a la población de su país. En ese su-
puesto, quienes tomarían el poder serían yihadis-
tas militantes del grupo Jabhat al Nusra, el cual 
posee vínculos con Al Qaeda, y otras facciones ra-
dicales que ya han cometido crímenes contra mi-
norías de la región.

Tal como están las cosas, una ofensiva unilate-
ral norteamericana no parece ser la solución que 
el confl icto en Siria requiere. Ella, aparentemen-
te, supondría un enorme riesgo de radicalización 
de los actores de la región y pocas posibilidades 
de, realmente, hacer una diferencia para los ciu-
dadanos sirios.

E n clínicas, hospitales y salas de cirugía 
se ordena al paciente que “se quede en 
calzoncillos” para enseguida disponer 
que se los quite. Una bata verde resuel-
ve la desnudez. Pero cuando ocurre en 

política y al asociado lo dejan en calzoncillos, no 
hay bata verde ni de ningún color: desaparece 
del territorio político y nadie cree en él. 

Acaba de ocurrir en el país. El jefe del Estado 
dijo muy claramente que su bancada congresal 
ha sido advertida: no debe “blindar” a Toledo. 
“Nosotros no blindamos a nadie. Justicia para 
todos y todos bajo el imperio de la ley”, ha dicho 
y repetido el señor Humala. No es sorprendente 
que el abogado defensor de Toledo, Javier Valle 
Riestra, declare “extinguido” a Perú Posible, sin 
ninguna posibilidad política, ni en el Perú ni en 
ninguna parte. 

Me parece que lo mejor que podría ocurrir es 

H oy la informática permite 
crear perfi les exhaustivos 
de cualquier individuo, a 
partir de información que 
uno va dejando como rastro 

en todo tipo de actividades cotidianas. 
Ello trae riesgos que van desde la pu-
blicidad no deseada hasta la extorsión o el robo 
de identidad. Pero su uso adecuado permite 
enormes benefi cios sociales, como mercados 
más transparentes y un mejor alineamiento de 
las empresas con las necesidades y preferencias 
de sus consumidores, reduciendo los costos de 
mercadeo de aquellas y costos de búsqueda de 
estos últimos. La rápida y precisa identifi cación 
de nichos de mercado, patrones de consumo y 
tendencias favorece el desarrollo de productos 
y servicios mejor enfocados y personalizados, 
lo cual le da mayor dinamismo a la economía y 
trae mayores tasas de innovación tecnológica y 
cultural.

En este contexto, en mayo entró en vigencia 
la Ley 29733, sobre protección de datos per-
sonales, que establece como principio que los 
ciudadanos somos titulares de nuestra infor-
mación personal (todo dato asociado a una per-
sona identifi cable, como nombre, DNI, teléfo-
no, correo electrónico, fotos, preferencias de 
consumo, hábitos de Internet, ingresos, etc.), 
por lo que nadie puede usarla sin nuestro con-
sentimiento, salvo contadas excepciones. 

La idea no es difi cultar innecesariamen-
te el fl ujo de datos personales, sino estable-
cer garantías mínimas para que los individuos 
participemos del sistema y cuidemos nuestros 
intereses. En la ‘era de la información’, el fl ujo 
inefi ciente de información es un pesado lastre 
para la economía. Por ello, es fundamental el 
balance entre los intereses del individuo y los 

intereses sociales. 
Por otro lado, el tránsito hacia un 

contexto regulado tampoco puede dar-
se de golpe. La ley afecta en alguna me-
dida a prácticamente todas las empresas 
y muchas requerirán hacer auditorías, 
revisar políticas y contratos, modifi car 

procesos e implementar sistemas para adecuar-
se. Asimismo, la Autoridad Nacional de Protec-
ción de Datos Personales (a cargo de la fi scaliza-
ción y sanción de infracciones) tiene muy claro 
que el proceso pasa necesariamente por una 
primera etapa de difusión y sensibilización, que 
ya ha puesto en marcha, para progresivamente 
pasar a sanciones de multa efectiva. 

Así, no tiene sentido que la Ley 30076, publi-
cada el 19 de agosto, haya hecho del uso indebi-
do” de bases de datos un delito. El uso de datos 
personales en el transcurso de actividades co-
merciales lícitas (incluso cuando es “indebido” 
o no autorizado) no es un crimen en ninguna 
parte del mundo. 

Ciertamente, puede motivar medidas co-
rrectivas y multas importantes, pero no pe-
nas de cárcel. Ello, además, es absolutamente 
incongruente con la legislación que acaba de 
entrar en vigor y con el proceso de adecuación 
en marcha. El daño que puede generar esto es 
inmenso, porque desincentivará a muchos em-
presarios y desacelerará la economía.

En toda actividad empresarial hay riesgos, 
pero es distinto el riesgo de multa que el riesgo 
de cárcel. Quizá se quiso penalizar ciertas con-
ductas que sí tienen rasgos delictivos, como el 
tráfi co de información tipo avenida Wilson, pe-
ro se ha usado un fraseo demasiado amplio y 
ambiguo, que convierte el tipo penal en un cajón 
de sastre muy peligroso. Suponemos que es un 
error y esperamos que se corrija lo antes posible.

D e un tiempo a esta parte, la 
izquierda se ha quitado to-
dos los velos y ha empeza-
do a mostrarse en orfandad 
ideológica y, de pronto, co-

mo que ha surgido un país que le da todas 
las espaldas. Sucede que la izquierda ha 
forjado todas sus certidumbres en contra del ac-
tual modelo económico y social y no sabe cómo 
procesar los hechos económicos de la realidad. 
Se sostuvo que la economía de mercado iba a des-
truir los “mercados internos”, pero, por primera 
vez desde nuestra independencia, ha emergi-
do un mercado nacional. Se dijo que la libertad 
económica iba a acrecentar la pobreza, pero la 
Cepal, el BID y el BM sostienen que el Perú lide-
ra la reducción de la pobreza y la desigualdad en 
América Latina.

Sin argumentos ideológicos, con las cifras y 
estadísticas en contra, la izquierda hoy renuncia 
a golpear de frente y pretende atacar por los cos-
tados. “La reprimarización de la economía”, “la 
prosperidad falaz” y “la falta de sostenibilidad 
del crecimiento” son los nuevos condimentos 
que se agregan para no reconocer lo que debería 
aceptarse: que hoy existe un modelo viable y que 
cualquier perfección o agregado debería hacerse 
respetando las columnas de nuestro crecimiento. 
A pesar de que, de 1990 al 2012 (ver www.lam-
padia.com), nuestra industria ha crecido siete 
veces de cara a la feroz competencia planetaria, 
la izquierda dice que en el Perú no hay industria 
ni diversifi cación. 

Pero donde este sector ideológico parece aho-
garse es cuando se aborda el tema de los sectores 
emergentes y la clase media. La izquierda hace 
sumas y restas para regatear los éxitos y, otra vez, 
rema en contra de los organismos internaciona-
les, las matemáticas y las cifras. La mayoría de 

los peruanos ha emergido de la pobreza 
y se consolida como clase media, y algu-
nos se desesperan. Quizá la mezquindad 
con el modelo se explique porque el vi-
gor de la clase media peruana puede sig-
nifi car el fi n de los bolchevismos. Europa 
no se curó del comunismo con la caída 

del Muro del Berlín sino con la consolidación de 
su clase media.

La izquierda tampoco puede entender cómo 
avanzamos a nuestro cuarto proceso electoral 
ininterrumpido sin partidos políticos, con la ma-
yoría de los proyectos intelectuales derrumbados 
y con una crisis endémica de la política. Todo el si-
glo XX nos pasamos diciendo que el país (a excep-
ción de la república aristocrática) solo daba para 
dos gobiernos democráticos y luego golpeaba el 
militarote de turno. Hoy eso empieza a cambiar 
y los profesores de izquierda, que dudan entre la 
sociología y el periodismo, no se atreven a plan-
tear una explicación.

En el Perú siempre han existido ideas republi-
canas, proyectos de partidos políticos, caudillos, 
horizontes intelectuales, pero la democracia no 
prosperó. Igualmente, siempre hubo inversión 
extranjera en materias primas (plata, oro, guano, 
caucho), sin embargo nunca se redujo la pobreza 
y la desigualdad como ahora. ¿Cuál es entonces 
la novedad? La novedad es que, por primera vez, 
la mayoría de peruanos tiene voto y propiedad, 
y ha surgido una red de mercados populares sin 
precedentes en América Latina. Esa emergencia 
popular ahora es el guardián de la institucionali-
dad democrática y usa los recursos que nos otor-
gan las inversiones en materias primas para di-
versifi car y potenciar las industrias y los negocios 
que se multiplican en los mercados. La izquierda, 
pues, ha entrado a un desierto. Debería renovar-
se para evitar la deshidratación fatal.

PRUDENCIA
Una ofensiva unilateral 

norteamericana no 
parece ser la solución 

que el confl icto en Siria 
requiere.

- MARIO MOLINA - - MARTÍN PESCADOR -

que el cuestionado Alejandro Toledo deje de ju-
gar al esconde-esconde y a contestar el teléfono 
asegurando que no está. ¿Acaso quiere repetir 
las fugas de Fujimori, nada menos que cuando 
era presidente? Debe presentarse ante la justicia 
y responder a las acusaciones, una por una, con 
respuestas veraces y convincentes si las tiene. Si 
es encontrado culpable y sentenciado, ojalá se 
le otorgue una cárcel de lujo, como la que ocupa 
Fujimori, digna de un ex jefe del Estado. ¿No se-
ría edifi cante tener a dos ex presidentes de la Re-
pública cumpliendo sentencias y condenas por 
conducta reprobable?

Penas excesivas La izquierda en el desierto


